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El mejor homenaje que pueda tributarse a Hugo Alsina, in-
cansable investigador y divulgador de las modernas doctrinas
procesales, está en el curso de lecciones semaneras, dispuestas
por esta Universidad, al cumplirse el primer aniversario de su
muerte. Y para nosotros, es doblemente grato el tener oportunidad
de referirnos a sus enseñanzas, no obstante apartarnos de alguna
de ellas, con lo que traducimos la mejor prueba de cariño al
maestro, quien así revive en la novedad de la crítica con respecto
a lo que enseñara. La culminación de la obra del trabajador inte-
lectual está en la pesquisa y aporte ulterior de quienes patentizan
las mismas inquietudes del antecesor.
g El objeto de nuestra clase será el referirnos a la disposición
de las formas, tema acerca del cual tenemos ideas distintas a las
corrientes que cultivan los procesalistas argentinos. Partiremos
para ello de una norma de nuestro Código procesal en lo civil.
poco estudiada, y que no ha merecido mayor consideración: es
el artículo 66, el cual textualmente dice: “ s contiendas
judiciales entre artes ue no tengan una tramitación especial,serán veﬁtiláaáé EE juicio ordinaïïó”. Est‘á'ïíormá‘ñoïeïciíte en
esos mismos términos en el Código de procedimientos civiles de
la provincia de Buenos Aires, la cual está redactada con la si-
guiente originalidad: “Las le es de rocedi
'
tos __s_o_n de orden.
'
ico y sólo” s términos de los artícu os y.
.
1 e ó ' ' il" La modificación deTa legislaciﬁ bonaerense
na a significa en nuestro concepto, y claramente la precisó el
maestro Lascano cuando dijo que de ella resulta que las normas
procesales renunciables uando un) son de
orden público. o o . ema que exponremos se prefija con estas
preguntas: ¿pueden la¿panes abandoEwÉWSestatuídas? ¿FW ¿ ue elno usarse la
orma de 'uicio dis uesta una e as
pïtes o por acuerdo de las mism‘a_s;?Estas preguntas tendrían
respuesta substanciada en esta concreta preposición con un_t_it¿12_
ejecutivo en mago, ¿puede el acreedor seguir a su voluntad para
í
2.9
su realización el juicio ordinario, descantando la forma especial
del juicio ejecutivo ordenada por la ley? Alsina y los contempo-
ráneos afirman que sí. Ello en razón de que la renuncia a las
formas procesales WEB-L desde que el juicio ejecutivo está
establecido en provecho del acreedgr y no del deudor, y_ además
porque el ejecutado puede, a continuación del juicio ejecutivo, en
el cual hubiera sido vencido, defenderse mediante el juicio ordi-
nario subsiguiente. Se empieza, por lo tanto, por donde se puede
acabar. Esa solución era correlativa a la facultad atingente y
reconocida de la renuncia anticipada a oponer excepciones. Así
lo decían los autores argentinos, hasta que en el orden nacional se
sancionó el artículo 58 de la ley 14.237, que declaró irrenunciables
lagación de pago, la citación para opóñer excepc10 y a 5g;-Ï' ' ' Níotfos entendemos que talïïm aun antes de la
sanción del artíCulo 58 era legalmente válida, por ser ello una
es ecie en el género de la disposición de las formas procesales.
Es el tema, problema íntimamente unido a solución inspirada y,
más que inspirada, concorde con principios constitucionales rela-
cionados con la defensa en juicio. MWrituales son consecuencia de la re amentaci n de la aran
Las formas deben apreciarse atendiendo a sus antecedentes
históricos. Ellas fueron originariamente más que proceder, emi-
nentemente formulista’s, y tuvieron carácter férreo en la época
romana, a punto que cualquier transgresión a su imperatividaddestruía el proceso. La forma simbolizó su origen en expresiones
refinadas: la posesión que era lucha, tomando la tierra a puñadas; —
el despojo guerra apropiada tocándolo con el asta. Ello simboli-
zaba lo que podríamos llamar la “onomatopeya” representativa.
Mas las cosas lentamente fueron cambiando, y hemos llegado
en la actualidad a extremos desconcertantes. Como la forma des-
conocida trae en consecuencia la nulidad del acto y de los actos
que de él derivan en el futuro, se intenta disminuir tan intensos
,
en consideraciones de la' idoneidad de los mismos, apre-
ciados a la finalidad perseguida. Pero cuando se afloja la rigidez
gel sistemal se cae en el extremo opuesto, y así se desacredita a
veces la justicia. Por ejemp o, en un escrito firmado por el
letrado que no es parte, y que no lleva la firma del procurador,
un tribunal argentino acaba de declarar que ello no es causa de
nulidad de la presentación y de su eficacia. En otro caso, se dice
que, violada la competencia legal en primera instancia, sin ob-servación de las partes, no obstante ser ella rationae materia, no
debe anularse la sentencia y cabe su confirmación en segunda
instancia (se olvida que la competencia mencionada es de ordenpúblico)..Mas, en cambio, mediando una notificación hecha sin
respetarse el artículo 77 (cumplir con el aviso previo de que el
demandado espere para el día siguiente, anacronismo borrado del
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Código de procedimientos bonaerense), debe anularse la sentencia
de primera instancia por violación de la garantía en juicio. Re-
flejan estos juicios el resultado de la conjunción del pasado y del
presente, por el entremezclamiento del criterio estrecho de laprevalencimmïé‘m
las tendencias modergauie‘ uitar valor sin lar a las mismas.
Es la teoría del Código italiano de 1940: la idoneidadae las IEEE' ’s
se determina se ún la finalidad del acto o e juicio, o sea ue
impera eljringpio de la elasticidad de la misma‘. n e C ¡go
de Mendoza su reguïación en e m1 1va es vo untad del órgano
(art. 104). Esa misma cuestión está encara a es e anos a r s
por la doctrina: el ideal es que jamás se disponga una nulidad por
cuestiones de forma. Y finalmente, este asunto está protegido en
la legislación soviética, como criterio de política procesal y de
prevalencia del organismo jurisdiccional, consagrando la violación
de la forma para el señorío de su derecho objetivo.
Para el análisis de la materia de la renuncia de las formas
debe pensarse a guién van las mismas dirigidas. ¿Al actor, al
demandado, al juez. E mme latamente preguntarse, ¿pueden
algunos de ellos apartarse de las mismas? La solución se dificulta,
pues inciden en ella la . .u .- .- ...
o
-
o o o o
- - del ciuada o odeo, on sus perfiles
todo oderosos, Wa amiento de las for-
WEO gue el litigante obtenga 1151:1ch ¿sin
rgpararsrLenmás: la vigilancia continua del proceso hace que el
juez pueda" hasta disponer la suspensión de la prueba, desde que
entiende estar el hecho suficientemente probado. Cabe alvorganis-
mp judicial la facultad de disponer medidas para Ta’ñás prónta yeconómica tramitación del proceso. Para nosotros esa afirmación
está relacionada principalmente con el artículo 23, gemelo del
artículo 21 de la ley 14.237, y que murió prematuramente por
falta de perspicacia de la Comisión contrareformadora. De donde
se comprende. que el problema está más en contacto con las fa-
cultades reconocidas a las partes litigantes. El problema, en su
intimidad, se resuelve según se aquilate el publicismo y el priva-
tivismo.. Es de llamar la atención que si se clasifica al derecho
procesal como perteneciente al derecho público, es incompren-
sible que se admita y se entienda que su contenido pueda ser
renunciado, y más, dejado de lado para someterse el ciudadano
al arbitraje, solución extrajurisdiccional. De donde se observa que
la intervención jurisdiccional es solamente obligatoria para las
secciones indisponibles (divorcio, nulidad de matrimonio, decla-
ración de insania y otras especies). Pero dentro del proceso cabe,
además, la disposición de ciertas formas concretas. El asunto tiene
sus bemoles, y nos referiremos a ellos más adelante.
. Lo que no podemos admitir es que, con motivo de la renuncia
de trámites procesales, pueda convertirse el proceso en motivo
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_Í¿¿*"de.opresión,cuando el mismo debe inevitablemente, como hemos‘
'-1dicho muchas veces, ser medio de asegurar la libertad, y jamás
de dominio ni de avasallamiento. La forma, expresión expegtamg,
tiene un fin y va dirigido, no solo al organismo judicial, sino\también a las partes. Las formas van düigidaïfanto aljíe-zïomo
aTas partes. Su regulación es asunto de ideas y propósitos polí-
ticos. El proceso es y será una de las actividades más sobresa-
lientes para hacer efectivo el planeamiento de una determinada
actividad: es la idea política de una nación en un momento dado,
representativa de una orientación general preestablecida. de pre-
visibilidad de gobierno, como fin esencial al superior derrotero
de un país. Ellas tienen que ser ordenadas y uniformes, equili-
bradas y coordenadas, en un esfuerzo para culminar en el pro-
pósito común que se disputa supremo. Todo gobierno se orienta
hacia el imperio de un régimen jurídico-constitucional. No puede
ser excepción a ello el programa procesal. Y así, éste se configura
consubstancialmente como medio realizador de las diversas ma-
nifestaciones de un conglomerado social. De donde reflejará el
mismo la mayor o menor relevancia del Estado o del ciudadano.
Más dentro de esta idea no cabe que el individuo pueda valerse
del proceso y de sus formas, para hacer con él lo que le está
prohibido: administrarse justicia por sí mismo. Y como el proceso
es una actividad dinámica, he ahí su valor como elaborador de la
política general y precipua "de una Nación, y con él se obtengan
las realizaciones de una época, según sea el genio de un momento
histórico.
-Las formas son medios de expresión, como actos externos
de moluntad individua
,
dentro del marco de la ley y en lame
dida que son necesarias para su eficacia. Su incidencia en el
proceso es de importancia y contribuye a que el mismo, que es
una relación pública, unitaria y progresiva de actos regulados en
serie, satisfaga la ansiedad de su fin, la justicia. Mas su satisfac-
ción no debe ser en perjuicio de nadie, pues la justicia consagrada,
destruyendo al ciudadano, sería una derrota de la legalidad, de la
libertad y de la igualdad. De donde la reforma, que etimológica-
mente es re más formare, importa un apartamiento de la norma
legal preestablecida. Es por ello ue la experiencia milenaria
enseña y revela ue ¿WWW‘_v1eranconcretadas en a_l_gy,ni perpe ua as pum
'juicm del Paraíso revela úñ-Eó'nïe‘pmmeso
sustentado en una política de controversia y de prueba legal:
probada la violación del precepto, con doble testimonio, la ser-
piente es condenada sin ser oída. Ya el propio Aristófanes, en
una de sus comedias, pone en boca de Coro la frase de ¡feliz quieninventó que hay que oír a ambas partes! Tales principios van
cimentando lentamente la configuración del proceSo, que adquiere
con el andar del tiempo robustez, como expresión preeminente
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de la sabiduría de los pueblos. Si así no fuera, preponder .
proceso la arbitrariedad, el desorden, el atropello y la i .
sación. Cada vez que se han querido violar o desconocer las
formas, ha nacido el caos y el desprecio de los derechos ciuda-
danos. Durante la revolución francesa ellas se suprimieron (3
Brumario II, o sea en el año de 1793). Poco deSpués se reimplan-
taban las mismasr Ningún país ha prosperado cuando la menta-
lidad y capricho de un tirano ha configurado con su predomi-
nancia la justicia en un momento determinado. En plena forma-
ción de nuestro país, cuando la chirinada del director Alvearnen
un decreto sezdijo: “. . . de que en tales circunstancias el verda-
dero orden judicial era no observar ninguno, sacrificando la ru-
tina ordinaria‘ a las normas judiciarias, y teniéndose la voz pública
o notoriedad vulgar por suficiente prueba moral para pronunciar
Sentencia de condenación". ¡Esas son las armas poderosas de los
revolucionarios, que han perdido la noción de 1a legalidad en la
lucha, en momento que aﬂora la barbarie contra la legalidad;
jamás la notoriedad vulgar, el rumor callejero, constituyen prue-
ba, sino en la mente desvariada y eufórica del revolucionario!
Es el caso de Cuba, donde funcionan los tribunales entre el bramar
público, y la esclavitud servil de sus jueces populares, y de
fiscales lacayunos. .Cuando los jueces tienen miedo, el ciudadano
tiembla, y así lo decia Couture. Y agregamos que simultáneamente,
y por generación espontánea, aparecen. los jueces aduladores.
Repetimos, el proceso es un instrumento diabólico, consagratorio
de la opresmd.
“_“
Las formas han sido prenda aprovechada por la literatura en
. burla y desprecio, y para ridiculizar a Ia justicia. Y nadie sobre-
pasó en esa tarea a Rabelais en Gargantúa. El tema de la forma
del proceso y de la actividad del Tribunal, hacen que la justicia
sea la pocilga y el refugio del mangoneo del rabulismo y Son, en
definitiva, más que ataque a la justicia, que se convierte así en el
chivo emisario del descargo popular, tumba de la justicia. Lo
mismo sucede en el arte médico, donde las reglas de la medicina
tienen tal valor que permitióva Moliere decir que más vale que el
enfermo se muera, antes que serxsalvado contra las reglas esta-
blecidas. Cuando así se opina, se olvida que el proceso y la justicia
están unidos para prestigiar el destino glorioso de la Nación, y
que la forma está para ello, y los jueces por su calidad, junto con
los abogados, no son más que reflejo de la moral ambiente y de la
idiosincrasia del cuerpo social dentro del cual actúan. Es por ello
que cada pais consagra una técnica jurídica adecuada a su política
general. Es el derecho procesal un fragmento de la legislación
general, la cual es concorde con hegemónicos intereses sociales,
morales, políticos, financieros, económicos, religiosos.
Las formas son atacadas por los diletantes y por el pueblo.
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Igual cosa sucede Con la justicia. Y en todos los países del mundo,
pues ella a veces es símbolo de lo absurdo o campo de dominio
de modalidades formales. No colaboralel sentir popular con la
justicia, ya que ve en ella un reducto de combinaciones y ritos
groseros; para él, la justicia tendría que desenvolverse en sueño
evangélico. Se juzga para la condena y su resultado y se hace
entonces del ataque, un medio de propaganda demagógica por
los campeones destructores del orden. WWWwe ellas s.oT_d_nla v.1%y alma de la le como decía Daguesseau. a a va e e erec o
suBstancial sin el derecho procesal, mmmLWïïéïgüra‘ridad‘ de la relación procesal, o sea
que es instrumento insustituible de la estabilidad juridica y es,
en definitiva, respaldo de excelencia y magno de la garantía de la
defensa en juicio.
¡Existen aun en pleno desborde social y en los períodos post
revolucionarios, como telón de fondo del escenario patibulario!
El problema de la forma es de sumo interés, ya que ellas
existen ad solemnitatem, ad probationem y ad arbitrum de quien
ejecuta un acto. El exceso de formas existe; mas es el precio
que se paga por la libertad. Y ésta es una política dogmática para
cualquiera, como perfume de perfección de gobierno y legalidad.
El derecho canónico, en la edad media, proliferó el aspecto de las
formas, como entretenimiento de la easuística monacal y en apro-
vechamiento de las esportulas, cautelas y contracautelas. Y tam-
bién las utilizó como medio educativo en inspiración totalitaria.
Y trató de salvar sus excesos con la clausula salutaris, que poco
o nada remedió y fue farsa y herramienta del histrionismo.
A la prudencia del legislador se confía la organización de las
formas procesales, y las mismas, salvo ser de orden público,
pueden determinar un negocio procesal, por las partes, y que
ahora, y en ciertos casos, tal negocio puede ser impedido por el
órgano jurisdiccional (art. 21 ley 14.237). Esta consecuencia está
relacionada con los intereses contradictorios que se enfrentan
en el proceso. El actor quiere solución rápida; el demandado pro-
cura demorar, y más cuando especula en la desinflación; la socie-
dad por su lado exige una decisión justa en satisfacción de la
jurisdicción y del orden público, para asentar la paz. Ante, este
juego de intereses contrapuestos, debemos considerar cómg,_,seMm“ procesáes. Ello es así:
a) re uhcïïz'ÏmE'Ïntegm lo que se llama l sistema de
lílega 1 ad (ope legis), por el cual la norma procesaïgesintoEEEle,
W. Sin perjuicio de la renuncia en los casos que
considera, sin resolver, el artículo 80 del Código de procedimien-
tos bonaerense. Esas renuncias, fáciles de escribir, resultan de
34
dificultosísima solución en la práctica, porque está la renuncia
vinculada insanablemente a criterios constitucionales;
b) reggg%[gióng"dicial, o sea el sistema de la forma comoatendien o a a 1 oneidad del fin perseguido, o sea liada tabi-
lidad al caso concreta) y que se perfila por 1mm e la
forma. ÍÉa forma es ope iudicíalz'. Algo tiene que ver este aspecto
con la norma del artículo 21 de la ley 14.237, la cual dispone que
el 'uez dis ondrá las medidas necesarias para la más rá ida¿olaaa-¡Emma de EEQEÓÏVéfaadñüïñ’aïviírﬁa-nﬁ
c'cïñcordancia de mÉio a fin, la forma, con el averiguamiento de
la verdad, y no salva el obstáculo el deber de probidad, lealtad
y de buena fe a cargo del litigante, y menos el trágico deber de
decir la verdad, verdadero atropello al individuo a quien se con-
sidera objeto del proceso, olvidándose que es sujeto, e inviolable
su intimidad y su parcialidad en el ataque y defensa. Nada se
consigue así, y la forma sigue siendo un cuco, cuando no se presta
para quebrantar la libertad, si es manejada ligera e interesada-
mente. Sobre‘este particular Alsina, en la segunda edición de su
conocido Tratado, no modificó en nada el planteo de la cuestión,
y se mantiene en perfecta neutralidad y ajeno a la incidencia del
artículo 21 de la ley 14.237.. Consigna su sanción pero no aplica
el principio, ni analiza sus efectos posibles;
c) las formas se determinan por su 're ulación convencional.Según este punto de vista, cabe la QHRCMWILQ, y eIIo
nos sitúa en el ce tro del problema 'que estamos estudiando,
cuestión candente Qgggnosotros creemos que solamente puede
estimarse al traví de su resoluc1 n en acu?;g]os¡o sea gg; mutuoW. Y aun así existeñ‘fáïze s e as cua es no odre-
mos prescindir. La abolición de las forma; es aggntahlg'ágzvéquecon ello se vuln en garant as const1tuc10nales. Podemos a irmarWWW-fümas, dentro del campo jurisdiccional,
ya que en caso de arbitraje voluntario podría apartarse quien ha
de laudar, de haber consentimiento concreto sobre el particular.
La forma es el canavá sobre el cual se teje el proceso, y por ello,
con precisión, ha dicho la Corte Suprema de nuestro país que “lavía procesal inexistente no atribuye competencia, pues alteraría
el orden de los juicios, y transgrediría los modos y términos de la
legislación de forma, que son de cumplimiento ineludible” (Fallos,
tv 159, p. 69, recordado por los jueces de la Corte Suprema Oyha-
narte y Aráoz de Lamadrid, en el caso Kelly, con fecha 22 de
octubre de 1958). La más rudirnentaria tramitación jurisdiccional
siempre se afirma sobre formas, en todos los países y en todas
las épocas.
Nuestro artículo 66 del Cód. de Ptos. es casi reproducción
de la ley española de 1855 (art. 221). Caravantes, refiriéndosea
este artículo, dice que por exclusión se determina la procedencia
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del juicio ordinario. Asi lo dicen también quienes siguieron sus
huellas en nuestro pais: Casarino afirma que por el artículo 66
y “por su modo" se evita toda clase de inconvenientes, precisando
cuál es el procedimiento a que deben ajustarse los juicios que no
tengan marcado un procedimiento especial (pág. 118. Ed. Abe-
ledo, año 1917). Coincide en ello Rodríguez. La ley procesal es-
pañola de 1883 cambia la redacción de aquel articulo 221 del
año 1855, y dispone que el juicio se tramitará en el modo que lo
solicitan (el actor), si correspondían (art. 481). De donde Ara-
goneses Alonso concretó el principio de la inadecuación al proce-
dimiento, para fijar la imperatividad de las formas estatuida por
la ley, y ello en atención a lo que se llama en España la justicia
rogada (principio dispositivo), y va cuando hay una forma esta-
tuida por la ley. En ningún caso el legislador español ni argentino
ha dicho que el actor impone la fonna al demandado. Ello porque
sería violar el principio de la igualdad, y dar privilegio en la
iniciación de la demanda y además en la determinación de la
forma a seguirse. Mas nadie niega que las partes puedan apartarse
de la forma mediante: a) arbitraje y dando las normas de forma
seguirse por el arbitrador; b) mediante la prórroga de la compe-
tencia territorial, de lo cual se considera accesoria la forma propia
de cada fuero; c) renunciando a ciertos trámites formales o facul-
tades; d) imponiendo al juez que la causa .sea tramitada como de
puro derecho; e) mediante la conciliación; f) mediante la confe-
sión que determina en alguna legislación la sentencia inmediata
(ley 50, art. 87). Mas no se dice por los autores extranejros.
únicamente los nacionales, que se puede imponer la forma a la
parte contraria. No puede olvidarse que comi-actualmente ello es
posible (renuncia a los trámites en las escrituras hipotecarias,
por ejemplo); mas sostenemos que ello es ilegal, pues en tales
casos dicho contrato, en parte, está impuesto al deudor y la renun-
cia es, a la postre, renuncia a la garantía constitucional, que es
indeclinable. Nadie podría pretender eludir responsabilidad si el
deudor autorizara que, ante su incumplimiento, pudieraser ajus-
ticiado privadamente por el acreedor. Solamente veremos cabe
la renuncia expresa o tácita dentro del juicio. La renuncia em
procesal carece de valor porque el más fuerte impone su ley. y
así se viola la Constitución y la ley, o sea la defensa en juicio y la
forma estatuida como reglamentación de la norma constitucional.
De paso decimos que no se excluyen la inconstitucionalidad y la
ilegalidad, y que, al contrario, se complementan magníficamente.
Si lo que aﬁrmamos es exacto, formulamos la pregunta:¿pueden los litigantes renunciar a oponer excepciones a la ejecu-
ción y que consagra el artículo 488 del Código de Procedimientos?
El asunto ha quedado resuelto por el artículo 59 de la ley 14.237.
que dió la pauta correcta desde el punto de vista constitucional.
Sostener lo contrario a esta norma, en el modo que lo enseña
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Alsina, es olvidar el contenido constitucional y que en nuestro
país, cualquiera que sea la forma de los juicios, todos ellos tienen
en maybr o menor extensión un período de conocimiento. Si así
no fuera, el órgano judicial, ante el requerimientodel ejecutante,
no tendría más que una salida: dictar la sentencia de remate.
Quedaría así abolida la defensa en juicio, por voluntad del acree-
dor al acordar el mutuo, al extender el pagaré o al escriturar el
préstamo con garantía hipotecaria, y en pleno auge la justicia
por mano propia, con el agravante de que se utilizaría para ello
al organismo jurisdiccional. Importaría esa solución someterse
a‘ la influencia de la doctrina italiana y de la gravitación del
poderío del actor, en recrudecimiento de viejas prácticas medie-
vales, donde el acreedor invadía el predio de su deudor y se hacia
justicia a sí mismo, y después presentaba el caso al juez para que
convalidara su campaña coaetiva. El deudor quedaría reducido
a la categoría de un sujeto despreciable, equiparado a un esclavo,
y todo ello por olvidarse que la Constitución pregona otra manera
de resolver los conflictos y querellas. Nadie renuncia a la Cons-titución, ni a la forma procesal, pues ella regla una garantía
constitucional. Nadie puede renunciar a la Constitución. El que
no la quiera, se puede ir del país, o preparar públicamente" su
reforma, pero jamás soslayarla. Nadie, por consecuencia, impone
al contrario la forma de tramitar un juicio, salvo medie acuerdo
judicial. Ni las partes la imponen al juez. Ni éste a las partes.
Todos están obligados a respetarla, y su contenido de ética orien-
tadora para una civilización no es materia disponible. La forma
está estructurada de acuerdo con la naturaleza de la acción, ha
dicho Werner Goldsmicht. De ahí la pluralidad de tipos de pro-
ceso. Asi, la rapidez en el juicio de alimentos, pues, como decían
los romanos, el estómago no admite dilaciOnes: amplio en el inves-
tigar y probar en los de conocimiento; simple y rápido en los
ejecutivos, que se conforman en su esencia a considerarse juicios
de “insatisfacción”.
Otras nociones rigen en otros países. Así, en Italia, nos en-
contramos con el principio, en cuanto a las formas, llamado de la
adaptabilidad al caso según proclamación de Grandi; y con refe-
rencia a'dícho sistema, Carnelutti le designa como el de la 'ade-
cuación a las posibilidades del oficio, lo que significaría referirlo
a los poderes=del juez. Inspirado por esas ideas, tan ajenas a
nuestra modalidad vernácula, Podetti en su Códigode Mendoza.
para el caso de solicitar una de las partes una mod1f1cac16n en la
forma, y no haber conformidad, decide que es 91 juez 319119.13
fija. De donde en ese sistema cabe una sentencia determmativa
de la forma. Solución propia del autor que siempre anduvo en el
camino del hiperpublicismo. ¡Cuando ello avengacn generalidad.
nuestro país habría cambiado su fisonomía soc1al, y desfllarla
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entre los que viven bajo el régimen del paternalismo y del tota-
litarismo del Estado!
En cambio, es de llamar la atención que en Rusia no.cabe
el cambio de forma, salvo en favor del Estado, lo que configura
que su legislación es sistemática y encaminada al fin de satisfacer
bra que proyecta la llamada defensa en juicio: solamente cabe
dentro del juicio y como negocio procesal. Por donde la tramita-ción de las demandas debe hacerse según el tipo prefijado por
la ley y, en su defecto, por la modalidad del juicio ordinario. Mas.
enseñando lo contrario Alsina, perturbó a muchos; antes que la
enseñanza se alejara de la ruta tradicional ello no se concebia.
Si bien es cierto que la imperatividad de la forma procesal
mata el derecho, ello no se salva ni aun con la cláusula salutan’s
del derecho canónico. Mas siendo peor la falta de forma, queda
por examinar otro aspecto del problema que consideramos. ¿Es
la forma la que retarda la obtención rápida de la sentencia?
Jamás. La demora es consecuencia de la incomprensión de los
poderes públicos, que no aumentan la planta judicial. ni mejoran
su selección cuando propone magistrados sin calidad. Lafaille,
en conversación con el Presidente Justo, y considerando este
problema de la justicia, dijo: “No importa. señor Presidente. que
tengamos algunos malos jueces: el “asunto está en dejar los actua-
les y nombrar en sustitución de'ellos, buenos jueces. Esto es la'
obligación y deber del señor Presidente”. En ello reside todo el
problema de la justicia. y con malas leyes procesales y buenos
jueces, se hace más que con excelentes leyes rituales y malos
jueces. Un justo equilibrio en la clase y carácter de las formas
procesales es un desideratum, y de ese equilibrio mucho cabe
esperar. El enfoque es extremadamente serio y aun reunidos los
dos factores, leyes v jueces. en cada época asistiremos a su caida
y a su triunfo. según las ideas ambientes y moralidad imperante.
Pero jamás se tendrá una justicia constitucional admitiéndose la
renuncia indiscriminada. por voluntad unilateral o por exigencia
contractual. de las formas procesales. por ser ellas manifestacio-
nes incompatibles con la Constitución y con una recta adminis-
omnímodamente a la clase obrera campesina. De todo ello pode-
mos afirmar que las formas no son renunciables en los sistemas
publicisticos y que ello es discutible en los paises de rairzambre y
conformación privatística. Esta característica depende de la som-
tración de justicia. Renunciar a las excepciones del juicio ejecu-
tivo. renunciar a las formas precisas de los juicios especiales. es
apartarse de lo que llamamos. años atrás, principio de adecuación
del Código ritual frente a la Constitución, y cuyo bautismo crea-
mos en memoria de Jofré, que tenía esa precipua inquietud.
Ya nuestra jurisprudencia reacciona. Recientemente el juez
en lo civil Dr. Gartland, integrante de la Cámara de Apelaciones,
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Sala A, dijo: ". . .la disposición de la forma está unida a la teoría
del abuso de la forma”, y agregó que “ello existe cuando se na
elegido la forma más dañosa de ejercer el derecho" (La Ley,
18 octubre 1958).'Quien, con un pagaré protestado, inicia juicio
ordinario para su cobro, abusa de la forma. Efectivamente: en el
juicio ejecutivo se intima el pago y a su falta se traba el embargo,
y opuestas o no excepciones se llega a la sentencia de remate; en
cambio, en el juicio ordinario, puede iniciarse con un embargo
preventivo y seguirse la penosa marcha del proceso. .No caben
más defensas'a resolver con la sentencia y el embargo sólo se
puede sustituir por otra medida cautelar que durará durante todo
el trámite del juicio más solemne y lento que pueda imaginarse.
Pagar significa allanarse. ¿Todo esto, en provecho de quién? Del
acreedor, que ahí aprovecharía del proceso como manera de per-
judicar al demandado.,El proceso no puede ser manejado para
satisfacer posturas jactanciosas 'y mangoneos del actor. Tampoco
la inversa, y así traemos una última justificación al principio que
estamos exponiendo.
No cree ue el roceso uedame’orar la su resión
de la ÏormaiPero sí ¿Éeemoswáuecíﬁ ÉeEartesﬁuédasuprimlrse l orma, aun e o esenci l. Va un caso. La constitu-
cion de parte 'e's' ae rigor en el Código italiano. Entre nosotros
ya hemos dicho que ello es, por el artículo 77 del Cód. de Proc.,
como manifestación de respeto a la Constitución. Sin embargo,
actor y demandado pueden presentarse ante el juez competente,
mediante lo que llamamos demanda bilateral. Esta figura proce-
sal se nos ha ocurrido pensando en el Código de Procedimientos
italiano, el cual, en su artículo 415, dispone la interposición bi-
lateral de la demanda. Presentada la petición solicitada de común
acuerdo por actor y demandado, para la decisión de la contienda,
en materia de cuestiones detrabajo, sobrevieneíla prueba o no,
y luego la sentencia. Esta figura procesal es distinta a la renuncia
de trámites, y expresa una sustitución de la forma, respetándose
los aspectos constitucionales de la constitución de partes y de la
promoción de la demanda por el principio dispositivo. La econo-
mía evidente de tiempo —demanda bilateral y no unilateral-
con la colaboración de partes y de los abogados, son factores que
prestigian la demanda bilateral. Abriría esta modalidad un res-
quicio ante el negro panorama de la inoperancia de las reformas
procesales en nuestro país. Es esta demanda bilateral manifesta-
ción de un nuevo espíritu. La posibilidad de obrar en el m_odo
antes indicado ya ha sido juzgada en los tribunales de la Capital.
Siguiendo nuestras enseñanzas. dos litigantes se presentaron ante
el Juzgado en lo Civil a cargo del Dr. Horacio Stegman. X éste
aceptó dicha forma, y directamente, ante el primer escrito, Siendo
la cuestión pedida como de puro derecho, tuvo a los peticionantes
Por Parte (demandado y actor respectivamente) y llamando autos
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para sentencia, dictó la misma. Claro que para que ello siga pros-
perando es menester un alto sentido de responsabilidad, y el
deseo de actuar en los tribunales con respeto, decoro y cordura.
No son ellos atributos normales y corrientes. Y ello prueba cómo
las formas pueden ser renunciadas, cuidándose de respetar y con-
servar los esenciales caracteres 'de la defensa en juicio, que existen
tanto para el actor como para el demandado. El juez, de tal ma-
nera, llamado a resolver una contienda que se le somete, dentro
de las leyes, los principios apreciativos de las pruebas que deter-
mina la ley, y el aporte de las partes, con las garantías que ofrecen
el respeto, los principios constitucionales en favor de las partes en
juicio, y evitando errores, extravíos y excesos, falla en absoluta
independencia. El artículo 21, tan pomposo y tan poco aprove-
chado, es un mascarón de proa, sin vida ni eficacia en la Argen-
tina. Hasta hacen pocos días la estadística de los tribunales de la
Capital indica que solamente 21 causas fueron resueltas teniendo
en cuenta esta directiva superior. De donde afirmamos que la
misma no tiene ararigo en nuestro país, ni provecho una vez
suprimido el artículo 23 de la ley 14.237.
Más todavía. La renuncia a la forma no corresponde ejercida
por la voluntad soberana de una de las partes. La ley no acepta
su renuncia en cualquier caso y ocasión. Lo prueban los principios
de excepción que rigen para la acumulación de acciones y lareconvención. Nadie impone la forma de un proceso por su simple
voluntad. Sólo se acumulan las acciones si pueden substanciarse
por los mismos trámites, y en cuanto a la reconvención, recorda-
mos el viejo adagio de convenio y reconventio, pari pasz' ambulat.
Y al expresarlo, no olvidamos la solución contraria en esta materia
de la reconvención, que ostenta como solución específica, concreta
y en contrario, el derecho canónico, que ha permanecido fiel a su
tradición milenaria, por razones de su formación centralizadora.
La forma no va cóntra la economía del proceso. Nosotros
hemos estudiado este asunto y hemos creído encontrar la solución
para su correcta economía en ciertas normas y aspectos que hemos
dado en llamar el principio de la inmaculacíón, y que en breve
aparecerá publicado, por estar estos estudios en prensa. La idea
del despacho saneador brasileño, las pre trial conferences del
derecho norteamericano, y otros correctivos de la legislación ex-
tranjera, entran por la portada renovadora donde se enseña el
derecho procesal. Su eficacia es extraordinaria, y suprimidas‘ así
las nulidades en- gran parte, y con los poderes del juez, se puede
construir en cualquier país una justicia asentada sobre un pedes-
tal granítico de orden, de respeto y de sentido realista de sufunción.
Haciendo un resumen de lo expuesto, podemos decir que las
formas son disponibles por las partes dentro del proceso, si están
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de acuerdo con ello y cuando ellas no estén prohibidas por ser de
orden público, criterio que se enlaza con el respeto del orden
constitucional: que el juez no puede apartarse'de las formas, ni
siquiera por prudencia o entender, como el supuesto referido por
Alsina, que determinó el rechazo de una contestación a la demanda
por no haber el juez dispuesto lo que imperativamente le ordena
el artículo 76 (correr el traslado), lo que expresa en la segunda
edición de su Tratado (t° III, pág. 30, nota 5/3); que por falta
de concepto acerca del valor de los distintos tipos de proceso,
anduvo contaminado y viciado el proceso ejecutivo en nuestro
país; que la forma se da de conformidad con la lógica, y que por
ella, por lo tanto, se estructura la forma según la naturaleza de la
acción; que el proceso no es refugio de la mala fe, ni se maneja de
acuerdo a la voluntad de una de las partes, sino de pleno acuerdo
las partes entre sí y con el juez, ya que lo contrario importaría
interponer con abuso de facultades la demanda en juicio y com-
prometería el proceso: la disponibilidad de la forma por las partes
no puede ser para obrar en fraude de la contraparte, ni por el
juez en perjuicio de ellas, de donde debe consagrarse el principio
de la trilateralidad que hemos proclamado como de la esencia
del proceso frente a la actividad del ciudadano (considera los
sujetos de la relación procesal y no a las partes).
Y concluímos agradeciendo a Alsina, que por sus enseñanzas
nos llevó a estudiar cuestiones que, modificando su criterio, afir-
man que el mismo ha sido maestro en la vida y maestro después
de muerto, pues lo es quien fecunda con su recuerdo la investi-
gación procesal.
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